

  

    

      

    

  




  

    Noventa miradas sobre el chavismo

  




  

    en lo económico, social, gerencial, político, jurídico e ideológico

  




  

    LEONARDO CARVAJAL

  




  

     

  




  

    [image: logo]

  




  Introducción




  Lo que ha pasado en Venezuela durante las dos primeras décadas del siglo XXI, en todos los planos de la vida social, es muy difícil de asimilar en la lógica de ciudadanos que hayan vivido en sociedades democráticas contemporáneas. Con este libro, pretendo documentar, de manera sistemática, unas cuantas de las increíbles experiencias a las que ha sido sometido el pueblo venezolano. Esas experiencias son tan abrumadoramente inverosímiles que se volvió para mí, desde hace algunos años, un deber imperativo el tratar de historiarlas, esto es, narrarlas y describirlas tratando de ayudar a muchos a comprender su sentido.




  En seis grandes áreas: económica, social, gerencial, política, jurídica e ideológica, trato de mostrar lo que nos ha venido pasando. Sé que me quedo corto. Hay multitud de asuntos que merecerían ser analizados que no pudieron tener cabida en este libro. Igualmente, el tratamiento de muchos de los que sí presento pudo haber sido más detallado.




  Pero no se trataba de escribir una suerte de “historia interminable” de Venezuela en tiempos de chavismo. Se trata, más bien, de presentar unos procesos neurálgicos y unos cuantos hechos significativos en todas las áreas de la vida de nuestra sociedad, estableciendo las relaciones entre unos y otros. Es el único modo de captar el sentido profundo del alud de acontecimientos que nos ha agobiado, día tras día, a lo largo de casi diecinueve años.




  Escribo este libro, también, para drenar mis insatisfacciones, críticas y angustias ante lo que ocurre en mi país. Hace cincuenta años, a mediados de 1967, en la Sala E de la Universidad Central de Venezuela, tuve la oportunidad de escuchar la exposición de Mario Vargas Llosa, el primer novelista galardonado con el recién creado Premio Rómulo Gallegos. El entonces joven Vargas Llosa dijo algo así como que “la realidad latinoamericana nos ofrece un verdadero festín de razones a los escritores para vivir descontentos, para vivir insumisos”. Yo digo, en el aquí y el ahora, que la realidad venezolana nos hiere con un verdadero festín de sinrazones. Este libro constituye la racionalización de mi descontento e insumisión ante tal realidad.




  Además de lo anterior, he de añadir que soy docente y he escrito este libro para contribuir a la formación política de las nuevas generaciones de venezolanos. Porque los jóvenes de nuestra primera “generación digital”, la nacida en el último lustro del siglo XX, no tienen idea de lo que ha sido la historia política, social y económica de nuestro país antes de la llegada de Chávez al poder. Pero, peor aún, tampoco tienen idea de lo que ha ocurrido en los 19 años de chavismo. Desconocen a los personajes, los acontecimientos y los procesos más típicos de este periodo, el de su presente histórico. Escribo, pues, en primer lugar, para ellos.




  También escribo este libro pensando en las futuras generaciones de venezolanos. Para ordenarles, de alguna manera, la información de lo ocurrido en estos tiempos. Para presentarles algunas claves interpretativas de tan extraños sucesos que, si no se registrasen, resultaría casi imposible de creer que ocurrieron. Igualmente, pienso en los habitantes contemporáneos de otras latitudes. Quisiera que las siguientes páginas les ayudasen a calibrar –por comparación con sus realidades– la magnitud de los retrocesos y desviaciones que hemos estado sufriendo los venezolanos en los albores del siglo XXI.




  Finalmente, también este libro también lo hice para poder debatir y dialogar con varios amigos chavistas, personas de amplia cultura y probado sentido crítico, personas honestas a carta cabal, “amigos de toda la vida”, que aún, increíblemente, apoyan al proceso político que vivimos. A estas alturas me resulta muy difícil entenderles. Creo que ellos tampoco se entienden lo suficiente. Si el conjunto de argumentos que se presentan acá sirve para que alguno o alguna de ellos varíe racionalmente su postura, me daré por satisfecho.




  ¿Cómo hice este libro? Hace tres años lo bosquejé en unos 150 capítulos y comencé a trabajar en ellos. Decidí entonces que la redacción de los mismos debía ser muy escueta, casi telegráfica, para que el conjunto no resultase demasiado voluminoso. Para agosto del 2015 tenía redactados casi todos los capítulos de las tres primeras áreas (económica, social y gerencial) de las cinco inicialmente previstas. Pero nuevas circunstancias laborales me impidieron, durante año y medio, continuar con los capítulos que me faltaban. Volví a retomar este libro en marzo del 2017. Decidí entonces reducir el total de capítulos a 90. Y añadir una nueva, indispensable área, la jurídica, no presente en mi esquema inicial. También fusioné asuntos, deseché otros, incluí algunos. Y esta vez logré escribir, en siete meses, los capítulos de las tres áreas restantes (política, jurídica e ideológica).




  En esta nueva etapa me resultó más práctico no ceñirme al “minimalismo” a la hora de escribir sino dejar correr la pluma, literalmente –lo digo porque soy de los que, a mucha honra, sigo escribiendo primero a pluma o a bolígrafo para luego transcribir en la computadora–. En tal tarea de transcripción y diseño me han ayudado, con paciencia y eficiencia, varias estudiantes de la Universidad Católica Andrés Bello (UCAB) que han fungido como mis asistentes en el Centro de Investigación y Formación Humanística de la misma, a saber: Natalia Serafín, Dayanna Fuentes, Vanessa Contreras y Albany Sánchez, a quienes agradezco su indispensable apoyo.




  ¿De dónde salen los datos, las informaciones, las opiniones, las citas que hago en este trabajo para sustentar los hilos argumentales que manejo?




  De una veintena de fuentes primarias, documentos oficiales o entrevistas en profundidad realizadas a líderes del proceso chavista. Como ejemplos de las que se citarán abundantemente, menciono ahora el libro Nos alzamos por la Constitución (1992); el libro Habla el comandante Hugo Chávez Frías (1998), con nueve entrevistas en profundidad que Chávez concedió a Agustín Blanco Muñoz; el documento Taller de alto nivel. El nuevo mapa estratégico (2004); los planes de la nación denominados Proyecto Nacional Simón Bolívar 2007-2013 y Plan de la Patria 2013-2019; y una vasta compilación, en 1.568 páginas, de Frases y pensamientos de Hugo Chávez (2014), editada por la Fuerza Armada Nacional Bolivariana.




  También utilizo más de cuarenta libros y artículos de revistas sobre asuntos y temas de la historia contemporánea. Pondré como ejemplos de los citados a ocho de ellos: el clásico Culto a Bolívar, de Germán Carrera Damas; el provocativo y fundamentado Por qué no soy bolivariano, de Manuel Caballero; El dictador, de Ramón Guillermo Aveledo, en el que analiza a siete dictadores de Europa, Asia y América; Al borde del abismo, del chileno Fernando Mires; Así se rindió Chávez, de Fernando Ochoa Antich; Auge y declive de la hegemonía chavista, reciente trabajo de Franz von Bergen; y también dos de mis libros: El laberinto de Chávez, publicado en el 2002; y ¿Guerra civil en Venezuela?, publicado en el 2012, en el que estudio el entrecruzamiento de la violencia social y la violencia política en Venezuela.




  Además de tales fuentes documentales y bibliográficas, mi principal fuente de información ha sido la prensa escrita. He recopilado y sistematizado, para esta y otras investigaciones, por áreas y asuntos, más de cinco mil referencias hemerográficas, sean de noticias, artículos, reportajes y entrevistas, a lo largo de todo el tiempo chavista. Hacerlo es parte de mi modus operandi como investigador de la realidad sociopolítica contemporánea. Porque es en la prensa escrita donde se puede recoger y apreciar el día a día de la política, las variaciones y las constantes de los líderes y las voces y acciones del pueblo.




  Naturalmente, utilizo varios medios de diferente orientación política: los diarios opositores El Nacional, Tal Cual, 2001; los diarios progubernamentales Últimas Noticias, El Universal, Correo del Orinoco y los semanarios Quinto Día, La Razón, Las verdades de Miguel. Apreciará el lector que, del amplio repertorio hemerográfico consultado, cito expresamente en este libro a más de mil de tales referencias hemerográficas.




  Al estudiar el chavismo, lo pertinente es dejar hablar al chavismo. Por eso, el lector encontrará una profusión de citas emanadas del habla política de los principales líderes de ese movimiento: Hugo Chávez, Nicolás Maduro, Diosdado Cabello, Aristóbulo Istúriz y Elías Jaua, sobre todo. Pero también hablarán muchos otros dirigentes intermedios y voceros de muchas de las organizaciones del chavismo. Incluso, utilizando la dialéctica como criterio, también se topará el lector con múltiples análisis críticos de las acciones y omisiones del chavismo realizadas por miembros de ese movimiento y por exchavistas que, como diría José Martí, bien conocen “al monstruo por dentro”.




  Este no es un libro “equilibrado”, sino honesto en sus intenciones, en sus argumentaciones y en sus conclusiones. Hace muchos años los sabios maestros jesuitas que me formaron me explicaron que, siguiendo el adagio latino, había que escribir sine ira et studio. En general, suelo seguir ese consejo, escribir sin ira y con estudio los asuntos que trato. Pero, en esta oportunidad, me fue imposible conservar la impasibilidad. Escribí, pues, cum ira et studio.




  ¿Por qué con ira y estudio? Ya lo dije al comienzo: porque el cúmulo de regresiones, arbitrariedades, abusos y agresiones que hemos padecido los venezolanos en este tiempo chavista, aunado a la recurrente soberbia y al cinismo con los que los poderosos de este gobierno, ya claramente dictatorial, han desechado olímpicamente las críticas que se les hacen, no dejan lugar a actitudes mesuradas.




  Este es un libro para el debate, para el combate de ideas. No es un libro ecléctico o equidistante. Mantengo posiciones definidas sobre lo que hemos vivido. Pero no es este un libro panfletario. No invento, sino que describo y relato. No supongo, más bien, pongo a hablar a los actores.




  No toco ciertos asuntos escabrosos, a los que aluden algunos, como los presuntos negocios de connotadas figuras civiles y militares del régimen chavista en los campos del narcotráfico y de lavado de dinero. Ello porque no me constan las denuncias que algunos han publicado en reportajes y, a veces, en libros, como el de Casto Ocando y el de Carlos Tablante y Marcos Tarre. Decidí no aventurar opinión o suposición alguna sobre esta o cualquier área o tema que no domine.




  Este es un libro con argumentos y con argumentación. No hay afirmaciones gratuitas. Los análisis y las conclusiones parciales se van enhebrando y, al final del libro, saco conclusiones generales. En todo caso, allí están unas y otras, para ser rebatidas con mejores argumentos.




  Traté de asegurar la pertinencia y contundencia de los análisis realizados. Por ello, para reforzar un par de áreas, la jurídica y la económica, le pedí a dos figuras nacionales, académicos de la UCAB: al exdecano de la Facultad de Derecho, Jesús María Casal, y al decano de la Facultad de Ciencias Económicas y Sociales, Ronald Balza, que comentasen críticamente y completasen o refutasen mis planteamientos en ambas áreas. Ambos, gentilmente, respondieron positivamente y sus aportes figuran como sendos epílogos. Mucho se los agradezco.




  Finalmente, quiero reiterar que mi oposición a Chávez, a Maduro y al chavismo como movimiento no implica desprecio u odio alguno a los chavistas, seres humanos con los defectos, excesos y virtudes de todos los militantes de la política en cualquier latitud. Para significarlo con énfasis, no encuentro mejor forma que transcribir los dos últimos párrafos con los que concluyo el capítulo 90 de este libro:




  Espero haber dejado claro en este libro mi argumentado rechazo al nefasto rol que Hugo Chávez jugó en nuestra historia contemporánea; a la perversión fascistoide del movimiento y gobierno chavistas; al abuso criminal de aquellos dirigentes del chavifascismo que se han enriquecido y que, con profunda inhumanidad, han jugado conscientemente a polarizar a los venezolanos con el propósito de provocar episodios de guerra civil que les sirvan de justificación para reforzar y prolongar el gobierno dictatorial que ejercen.




  Pero debe quedar también muy claro que, con respecto a muchos de los dirigentes y funcionarios chavistas y, sobre todo, con respecto al “pueblo llano” chavista, sostengo que no debe haber odio y tampoco propósito de retaliación contra ellos. Una Venezuela distinta de esta agobiada por las divisiones, que han atizado una camarilla siniestra de psicópatas, solo podemos lograrla si somos capaces de enfrentar a esa camarilla y, al mismo tiempo, tender la mano y abrir el corazón al resto de los compatriotas que militan en el chavismo.




  Leonardo Carvajal


  Noviembre del 2017




  En lo económico




  1. Teoría y práctica de una “revolución agrícola”




  En Venezuela, desde el período colonial y hasta el siglo XXI, la tierra ha estado injustamente acaparada por muy pocas manos. El diputado de oposición Hiram Gaviria, empresario y experto agrícola, explicaba que, según los datos del Censo Nacional del 2001, tan solo el 1% de las unidades productivas concentraba el 46% de las tierras agrícolas en el país; mientras que, en el otro extremo, el 75% de las unidades productivas solo disponía del 5,6% de las tierras[1].




  Y también es verdad –según explicaba en el 2004 el entonces ministro de Agricultura Arnoldo Márquez– que el Estado, a través del Instituto Nacional de Tierras (INTI), poseía 1.492 fundos, la mayoría improductivos, que abarcaban en conjunto 8,6 millones de hectáreas[2].




  Hugo Chávez, una vez superado el referéndum revocatorio de agosto de 2004, no se encaminó por la vía de repartir las tierras en poder del Gobierno, sino, más bien, por la de tomar las tierras de unos cuantos propietarios privados. Instó a los muchos alcaldes y gobernadores de su partido, el PSUV, a que se pusiesen “en su respectivo territorio al frente de la guerra contra el latifundio”[3]. Y, entrando el año 2005, sus legisladores reformaron la Ley de Tierras del 2001, para hacerla más radical. Desde ese año hasta el 2011, la Federación Nacional de Ganaderos (Fedenaga) contabilizó más de novecientos fundos y haciendas intervenidos por el Gobierno, sin que se les cancelara su valor, a lo que el Gobierno alegó que no los expropiaba sino que los “rescataba”[4].




  Esa figura del “rescate” de las tierras se basó en la peregrina obligación que se estableció para los propietarios de mostrar el documento de registro de sus tierras en unas Oficinas de Agrimensura que creó, en el papel, una Ley de 1821 pero que nunca se materializaron en la realidad. Y, como no podían exhibir tal registro, quedaron en un limbo jurídico con respecto a su propiedad, ya que Eliécer Otaiza, por ese entonces presidente del INTI, declaraba en el 2005: “No se reconoce ningún tipo de derecho colonial (...) pues significaría validar un sistema contra el cual nos hemos opuesto los venezolanos desde que existimos como república”[5].




  El modus operandi que se adoptó fue atropellado y atropellante. Se invadieron, además de algunos grandes latifundios ociosos, muchas propiedades con alta productividad en ganadería o agricultura, al igual que fincas de apenas decenas de hectáreas dirigidas por medianos propietarios. Se creó una “fuerza de tareas” integrada por grupos de campesinos o aventureros arrimados al Gobierno, bajo la égida de funcionarios del INTI y de fuerzas militares. A los propietarios se les intimidó y se les sacó por la fuerza; se expulsó a los trabajadores regulares de las fincas; los cultivos en curso se abandonaron y el ganado fue maltratado o sustraído; no se les reconoció de entrada la propiedad de la tierra a los hasta ese entonces propietarios; finalmente, a la gran mayoría ni siquiera se les pagó las bienhechurías que habían costeado a lo largo de décadas de producción en sus predios.




  Muestra emblemática de ese modus operandi atropellante fue la ocupación simultánea, el 17 de diciembre del 2010, de 47 fincas al sur del Lago de Maracaibo, con tres batallones del ejército. El ministro de Agricultura, Juan Carlos Loyo, ataviado con una franela estampada con la efigie del Ché Guevara, al inicio de las acciones indicó que encabezaba una “operación cívico-militar (...) en honor a nuestro líder, el comandante presidente Hugo Chávez (...) Tengan la seguridad de que esta es una ofrenda mayor por el aniversario de la muerte del Libertador”[6].




  Del frenesí estatizador que se desarrolló entre el 2004 y el 2010, quedó el siguiente cuadro: el Gobierno ocupó alrededor de 2,9 millones de hectáreas de las novecientas fincas intervenidas; también se hizo propietario de 8 plantas procesadoras de leche y de 11 procesadoras de carne; controló el 75% del procesamiento nacional del café; además, se hizo de 18 plantas procesadoras de harina de maíz; asumió 11 molinos, con lo que controló el 40% del mercado de arroz; dominó, con 8 centrales, el 52% del procesamiento nacional del azúcar; se adueñó de empresas de aceites y grasas, así como de plantas frutícolas, procesadoras de cacao y enlatadoras de atún y sardinas; en cuanto a los cereales, manejó 45 silos para almacenar 50% de todas las cosechas del país; además de lo anterior, al expropiar a la empresa Agroisleña, el Gobierno dominó el 80% de la oferta nacional de agroquímicos, fertilizantes y semillas para los productores agrícolas; con los más de diecinueve mil puntos de venta de las redes Mercal, PDVAL, Comerso, hipermercados Éxito y abastos Bicentenario, controló el 32% de la venta de productos básicos al detal en todo el país; y con el Sistema Integral de Control Agroalimentario (SICA) también supervisa al detalle todos los despachos de suministros de las agroindustrias privadas[7].




  Adicionalmente, desde el 2011, el Gobierno centralizó, en la Corporación de Abastecimiento y Servicios Agrícolas (CASA), todas las compras en el exterior de leche en polvo, azúcar cruda, trigo, maíz y aceites[8].




  2. Maíz y café: breve historia de dos retrocesos




  El maíz posiblemente es el más emblemático de los productos agrícolas de origen indígena que han formado parte, a través de los siglos, del consumo diario de los venezolanos. Para elaborar arepas, empanadas y otros alimentos, cada venezolano, para el 2010, consumía, en promedio, 32 kilos de harina de maíz precocida al año[9].




  Hasta el 2008, Venezuela se autoabastecía de ese producto tradicional. Su producción iba en ascenso sostenido alcanzando, para el 2007, según Fedeagro, un total de 2.187.000 toneladas[10]. Pero comenzó a caer y, ya para el 2012, apenas produjo 1.314.375 toneladas[11]. De allí que, a partir de 2009, nos convertimos en un país importador de maíz blanco y amarillo. Por ejemplo, tan solo en el año 2011, según informe de la FAO, Venezuela gastó 308,9 millones de dólares comprando este rubro en el exterior, principalmente en el mercado norteamericano[12].




  Para el año 2013, como resultado del retraso en las masivas importaciones de maíz que el Gobierno nacional gestionaba, ocurrió en el país un severo desabastecimiento de la harina de maíz precocida. Ante tal cuadro, el presidente Maduro recurrió a culpar a las Empresas Polar por, supuestamente, no producir suficiente Harina P.A.N. Conminó entonces a Lorenzo Mendoza, presidente de Empresas Polar, a asistir a una reunión dirigida por él en el Palacio de Miraflores. Con tal ocasión, Lorenzo Mendoza demostró, sin que el Gobierno nacional lo refutara, que las Empresas Polar no eran culpables del desabastecimiento, ya que tenían sus tres plantas procesadoras de maíz produciendo al 100% de su capacidad instalada, con lo cual cubrían el 48% de la demanda total del país. También explicó que otros grupos privados disponían de tres plantas procesadoras que atendían a otro 10% del mercado nacional. En cambio, la gran deficiencia de la oferta de harina de maíz precocida era imputable a las 18 plantas procesadoras que, para ese año –tras sucesivas expropiaciones–, administraba el Gobierno nacional. Esas 18 plantas habían reducido su producción y no eran capaces de cubrir el restante 42% de la demanda nacional del producto[13].




  De allí en adelante, la situación empeoró. Para finales del 2016, calculaba el presidente de la Comisión Especial para la Crisis Agroalimentaria de la Asamblea Nacional, Carlos Paparoni, que ese año, sumando la producción nacional de maíz y las importaciones de ese producto que hizo el Gobierno, la agroindustria solo logró producir un promedio de 17,5 kilos de harina precocida por cada venezolano[14].




  De este modo, la ingesta promedio de harina precocida de maíz, uno de los tres principales alimentos básicos de los venezolanos, descendió, según la Encuesta de Seguimiento del Consumo de Alimentos realizada por el Instituto Nacional de Estadística, a 80 gramos diarios por persona en el 2012. En el año 2014 bajó a 52 gramos diarios por persona[15].




  Otro caso emblemático del debilitamiento de la producción agrícola nacional es el del café, que fue nuestro principal producto de exportación entre 1830 y 1923; luego pasó a ser el segundo, detrás del petróleo, entre 1924 y 1953; y el tercero, entre 1954 y 1967, detrás del petróleo y el hierro[16]. Y aunque, en las últimas décadas, el valor de las exportaciones cafetaleras no ha sido significativo, al menos nuestra producción usualmente cubrió la demanda nacional y arrojó un remanente que se exportaba. Esa autosuficiencia se fracturó drásticamente a partir de 2008.




  Según estadísticas de la Organización Internacional del Café, nuestra producción creció de 1.484.000 quintales de café (cada quintal equivale a 46 kilos) en el año 2002 a 1.571.000 quintales en el 2006. En cuanto al consumo interno en esos años de referencia fue de 1.286.000 y 1.518.000 quintales respectivamente, por lo que pudimos autoabastecernos[17]. Pero, en el año 2008, la producción nacional se hundió: fue de apenas 930.000 quintales, por lo que el Gobierno nacional comenzó a realizar importaciones masivas desde Nicaragua, Brasil y El Salvador[18]. Ya para el año 2011, el 46% de todo el café que tomábamos los venezolanos era importado[19]. Y para el año 2015, según Fedeagro, la producción total nacional se hundió a 450.000 quintales[20]. Ello generó un fortísimo desabastecimiento de este producto.




  ¿Por qué tal debacle? Por una combinación de factores en los últimos años: problemas climáticos circunstanciales; grandes dificultades de los agricultores para adquirir insumos y fertilizantes; derroche y mal uso de los recursos del Plan Café formulado en el 2005 y, sobre todo, precios de venta regulados para los productores muy rezagados con respecto al alza de sus costos. Todo ello provocó una primera merma productiva. Súmese a ello que la fuerte subida de los precios petroleros desde el 2005 hasta el 2013 le facilitó las divisas al Gobierno nacional –que controla el 75% del procesamiento industrial del café desde que expropió en el 2009 a las torrefactoras Fama de América y Café Madrid– para importar masivamente café, creando una competencia desleal desestimulante para los caficultores venezolanos.




  Lo que no entendieron los sucesivos ministros de Agricultura del chavismo es que “los agricultores están molestos, descontentos, deprimidos y están tirando la toalla”, tal como lo explicaba, en el 2011, el dirigente para ese momento del PSUV Oswaldo Zerpa, alcalde del pueblo de Chabasquén en el estado Portuguesa y también agricultor cafetalero[21]. Él señalaba, aludiendo al plan gubernamental de ese tiempo, que “el mejor Plan Café que puede existir es un precio justo”. Y razonaba que, para el 2011, no era adecuado que el Gobierno regulara el precio de venta del quintal de café en apenas 747 bolívares cuando el agricultor debía invertir 1.373 bolívares para producirlo[22].




  Pero el Gobierno nacional siempre antepuso sus prejuicios ideológicos a la sensatez pragmática y logró arruinar casi del todo al que fue, a lo largo de siglo y medio, nuestro principal producto agroindustrial de exportación.




  3. El fracaso de las agroempresas intervenidas




  Las estrategias de gerencia de las agroempresas, intervenidas por el Estado desde el 2004 en adelante, se clasifican en tres etapas, según el análisis de la periodista Katiuska Hernández[23].




  En una primera etapa, las tierras “rescatadas” se adjudicaron a campesinos organizados. Pero pronto se observó que muchas de esas tierras fueron abandonadas o traspasadas a terceros[24]. Así ocurrió, por ejemplo, en el caso de las parcelas de quince hectáreas que el Instituto Nacional de Tierras (INTI) adjudicó a campesinos en El Charcote, hacienda de 12.950 hectáreas expropiada. Tres años después, Richard Aguilera, delegado del INTI, declaraba que solo quedaba el 50% de las parcelas[25]. Y en esa misma hacienda en la que se producían 133 kilos de carne vacuna por hectárea al año, tres años después de su expropiación, la producción bajó a 83 kilos por hectárea al año[26]. Otro caso emblemático fue el fundo Guamontey, de 2.881 hectáreas, invadido a finales del 2004 y rebautizado como fundo zamorano. A los tres años, de las 1.710 cabezas de ganado vacuno y caballar que tenía, tan solo quedaban 206 cabezas[27].




  A partir de tal fracaso, el Gobierno modificó la estrategia centralizando, en el Ministerio de Agricultura y Tierras, desde el 2006, la administración de las fincas y haciendas intervenidas. Estas se adjudicaron a grandes unidades productivas de sonoros nombres –de estirpe épica y galleguiana– como la Empresa Socialista Ganadera Agroecológica Bravos de Apure, la Empresa Socialista Ganadera Santos Luzardo, y el Centro Técnico Productivo Socialista Florentino. Sobre tales empresas y sus trabajadores, se volcó la política de radicalismo del ministro Elías Jaua, quien quiso profundizar la formación ideológico-política de los campesinos ubicados en el centenar de fundos zamoranos que se crearon[28].




  Del modelo altamente centralizado que marcaron los ministros Jaua y Loyo durante siete años, también el Gobierno constató su fracaso. A finales del 2012, la ministra de Seguimiento de la Gestión de Gobierno, Carmen Teresa Meléndez, se presentó de sorpresa en varias fincas bajo control gubernamental. En la mayoría de los casos, encontró un cuadro desolador: “Quejas de los trabajadores por falta de pago y sueldos precarios, problemas de suministro de insumos para trabajar, riesgo sanitario de los rebaños; baja producción, entre otros inconvenientes”[29]. De allí que el presidente Nicolás Maduro, desde el 2013, optara por una tercera estrategia: traspasar a las gobernaciones la administración de las empresas agrícolas intervenidas[30]. Sin mucho aspaviento, el ministro de Agricultura y Tierras, Yván Gil, ordenó también frenar el énfasis en la intervención de la propiedad privada agropecuaria para dedicarse más bien a lo que se podría denominar “el rescate de las tierras rescatadas”[31].




  El mismo 2013, William Gudiño, presidente del INTI, detallaba más el fracaso: “Hay tres millones de hectáreas de tierras rescatadas (...) Hemos tenido problemas con algunas parcelas, predios que se han rescatado y que el insumo no llegó a tiempo o falló el transporte, entre otros inconvenientes. Hay casos en los que llegaron los equipos, pero el clima y la disponibilidad de agua fueron contrarios (...) Hay compañeros que han logrado producir en los fundos zamoranos, pero tuvieron problemas para arrimar la cosecha (...) no tenemos ningún problema en corregir las cosas que se hayan hecho de forma indebida. Claro, también hay casos en los que se han rescatado tierras donde el proyecto agrícola y de producción no avanzó. También hay casos de gente y gestores que revendieron las tierras y parcelas rescatadas”[32].




  Mención especial merece la expropiación, en octubre del 2010, de Agroisleña, empresa que tenía 52 años de trayectoria y que suministraba el 70% de las semillas, fertilizantes, insumos, maquinarias y repuestos que necesitaban los productores agrícolas de todo el país. Esta empresa también le compraba cosechas a los agricultores y les otorgaba financiamientos. Al ser estatizada se le cambio el nombre por el de Agropatria y en los primeros dos años se produjeron muchos cambios negativos: se infló de 2.828 a 3.720 la nómina de trabajadores de la empresa[33]; más de cuatrocientos cincuenta gerentes y técnicos de Agroisleña fueron despedidos o renunciaron[34]; la empresa intervenida redujo los precios de venta de los fertilizantes y agroquímicos sin haber realizado un previo estudio de costos[35]; varias de las empresas filiales del consorcio redujeron su producción, tal como Proyefa, productora de herbicidas, que operaba al 100% y se contrajo al 40% de su capacidad[36].




  Como resultado de la reducción de su producción, la rebaja de los precios de sus productos y el incremento de su nómina, Agropatria cerró el 2011 con una pérdida de 184 millones de bolívares[37]. Desde su expropiación, ya ha tenido que ser auxiliada económicamente en cuatro oportunidades por el Poder Ejecutivo Nacional[38].




  Agropatria siguió de mal en peor, causando gravísimos perjuicios a los agricultores y a la producción agrícola. Tan grande ha sido su fracaso, que el periodista Eleazar Díaz Rangel, director de Últimas Noticias, chavista convicto y confeso y propagandista sistemático del Gobierno, en este caso, escribió con exasperación, en enero del 2016, que esa empresa estatizada “ha resultado un fiasco, por decir lo menos”[39].




  Explicaba Díaz Rangel innegables situaciones de corrupción que, sospechosamente, el alto Gobierno chavista nunca atendió. Decía: “La empresa es la única importadora de semillas, pero cuando los productores van a comprarlas nunca las consiguen, ‘¡se agotaron!’, pero ocurre que a poca distancia de allí hay alguien que sí tiene las semillas, pero a un elevadísimo precio (...) Aquí en esta página escribí breves notas en varias oportunidades, pero nunca tuvieron efecto, nadie del Gobierno se interesaba por averiguar si era cierto lo que se denunciaba. Nadie me llamó nunca para preguntarme nada”[40].




  4. ¿Seguridad alimentaria? Ahora solo producimos un tercio del consumo nacional




  Un sencillo cuadro, elaborado con datos de Fedeagro[41], que cubre media docena de productos de nuestra cesta básica, ilustra el desfondamiento de nuestra producción agrícola en los últimos tiempos.
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  Estos y otros intensos decrecimientos de la producción agropecuaria se deben a una conjunción de factores: en la gran mayoría de las novecientas fincas y haciendas intervenidas decayó mucho la producción; las posibles inversiones para mejorar la producción y productividad en muchas de las empresas privadas se redujeron drásticamente por la inseguridad jurídica; para muchos rubros, el Gobierno impuso precios a los productores por debajo de sus costos de producción; la dotación de insumos de trabajo a los agricultores por parte de Agropatria ha sido muy deficiente; los robos, secuestros y extorsiones han llevado a muchos empresarios a abandonar el campo; además, algunos fenómenos climáticos negativos, como inundaciones y sequías, también han incidido.




  Pero el Gobierno nacional no consideró pertinente revisar a fondo y corregir las crasas equivocaciones y aberraciones de su modelo agrícola sino, más bien, por boca de Carlos Osorio, ministro de Alimentación, consagró la tesis de las importaciones masivas de alimentos: “La Ley de Seguridad y Soberanía Agroalimentaria se basa, primero, en que el pueblo tenga el alimento; segundo en prioridad, que sea de producción nacional. Pero lo más importante es que el alimento esté”[42].




  En muchos casos, por falta de diagnósticos certeros sobre el volumen de producción de distintos rubros o por el interés de funcionarios del Gobierno de enriquecerse a través de las comisiones obtenidas en las operaciones de importaciones masivas, tales importaciones dificultaron, en cuanto competencia desleal, que los productores nacionales vendiesen la totalidad de sus productos, ocasionándoles significativas pérdidas.




  La pésima política agropecuaria del Gobierno implicó un descenso de la producción nacional de alimentos. Valga hacer notar que en 1998, el año anterior a la llegada del chavismo al poder, Venezuela tan solo compró en el exterior 1.761 millones de dólares en alimentos, pero, para el 2008, esa cifra se había casi quintuplicado elevándose a 7.477 millones de dólares[43].




  De allí en adelante, la producción nacional bajó muchísimo más, tal como muestran los datos del cuadro de los siete productos básicos. Eso supuso que las importaciones de alimentos incluso llegaran a alcanzar un pico de 11.000 millones de dólares y que luego comenzaran a bajar a 9.300 millones de dólares en el 2013 y a 6.000 millones de dólares en el 2015. Sin embargo, tal reducción de importaciones no ha obedecido a un aumento de la producción nacional sino al desfondamiento de las reservas internacionales de Venezuela y a la reducción del monto disponible de divisas provenientes de la declinante producción petrolera y de las menguantes exportaciones no tradicionales[44].




  La sonora Ley de Seguridad y Soberanía Agroalimentaria y la aspiración definida en el denominado Proyecto Nacional Simón Bolívar 2007-2013 definen que: “La soberanía alimentaria implica el dominio, por parte del país, de la capacidad de producción y distribución de un conjunto significativo de los alimentos básicos que aportan una elevada proporción de los requerimientos nutricionales de la población”[45]. Sin embargo, estimaba Fedeagro que la producción agrícola nacional apenas cubrió, en el 2016, el 30 por ciento de la demanda del país[46].




  En cuanto a la producción de carne de res, digamos brevemente que, para 1982, el consumo promedio del venezolano era de 22 kilos por año y toda esa oferta se producía en el país. Para el 2012, último año de Chávez en el poder, se consumían 23 kilos por habitante al año, pero la mitad ya se importaba. Y, para el primer semestre del 2016, tan solo se consumieron 8 kilos por habitante al año[47].




  En los últimos años, el desabastecimiento alimentario se ha agravado. El experto agrícola Rodrigo Agudo describe cuán hondo hemos venido cayendo: “En 2013, empezó el fenómeno del desabastecimiento, conseguías los productos pero no en todas las presentaciones y formatos. En 2014, pasamos a la escasez temporal en algunos rubros, aparecían y desaparecían. En 2015, esa escasez en algunos rubros empezó a ser permanente, y ya nos olvidamos de la existencia de algunos porque no los vimos más; y, en 2016, empezó a aparecer el hambre y ha empezado la desnutrición”[48].




  Por su parte, los Fundos Zamoranos, experimento colectivista prohijado por Chávez desde los primeros años de su gobierno, no han representado aporte significativo a la producción nacional de alimentos. En ellos, se invirtió mucho dinero público y se despilfarró también mucha retórica por parte del chavismo. Su balance, sin embargo, en este tiempo de gravísima crisis agroalimentaria, no puede ser más desolador. Nicolás Maduro debió inscribirlos en el enésimo Plan de Agricultura que el Gobierno formula para que sean reestructurados... Porque, según explicó Maduro, de las 172 mil hectáreas que abarcan esos fundos, “ni el 10% está productivo ahorita”[49].




  5. Decrecimiento industrial y estatizaciones




  Según el Instituto Nacional de Estadística (INE), para el año 1998 existían en Venezuela 11.117 establecimientos industriales que daban empleo directo a 449.636 personas. Pero, para el 2007, el total de industrias cayó a 7.093[50]. Desde ese último año, las estadísticas oficiales no se actualizan. Lo cierto es que ha disminuido mucho más el número total de industrias y, dentro de ellas, ha aumentado la cantidad de empresas estatizadas, un poco más de cuatrocientas.




  La crisis del sector manufacturero, que representaba el 17,3% de nuestro Producto Interno Bruto para 1998 y que decreció hasta el 14,4% para el año 2011, se fraguó por muchas razones[51], entre ellas: falta de divisas, racionamiento eléctrico, controles draconianos de precios de venta, competencia desleal de las importaciones hechas por el Gobierno y ausencia de seguridad jurídica por el alto número de intervenciones de empresas sin respetar los procedimientos legales.




  A partir del 2006, cuando Chávez declaró el carácter socialista de su Revolución, también se desarrolló una oleada intensa de intervenciones de empresas industriales. Con unas cuantas de ellas, las de capital extranjero, el Gobierno llegó a acuerdos de compensación económica pero, con muchas de venezolanos, no lo hizo, confiscándolas en la práctica. Según Conindustria, entre el 2002 y el 2015, hubo 1.322 intervenciones a la propiedad privada, de las cuales 416 impactaron al sector industrial[52].




  Un grupo de cincuenta empresas estatizados (industriales, comerciales, agrícolas y de servicios) da muestra del frenesí gubernamental en esta materia sobre todo entre los años 2008 y 2010: Electricidad de Caracas, Industrias Venoco, Café Madrid, Holcim, Central Azucarero Táchira, Lanchas Zulianas C.A., Agropecuaria Torondoy, Banco de Venezuela, Hato El Charcote, Hipermercados Éxito, Industrias Diana, Centro Comercial Sambil La Candelaria, Sidor, Friosa, Hacienda La Carolina, Cemex Venezuela, Edificio La Francia, Seguros La Previsora, Leche Parmalat, Sidetur, Agroisleña, Truchicultura Valle Rey, Sanitarios Maracay, Cine Rialto, Hacienda La Marqueseña, Aluminios Carabobo, Galpones de Montesano, Industrias Silka, Invetex, Lafarge, Delicateses La Fuente, Envases Internacionales S.A., Procesadora de Tomate Heinz Carabobo, Ateneo de Valencia, Central Azucarero Cumanacoa, Tavsa, Automercados Cada, Constructora Camsa, Interlago Transporte, Fama de América, Aeropostal, Hotel La Catedral, Teleférico de Caracas, Hato El Frío, Industria de Salsa de Tomate Caigua, Frigorífico Industrial de Carnes de Perijá, Hotel Caracas Hilton, Inveval, Taladros Helmerich Payne, Haras Tamanaco[53].




  En resumen, el cuadro es dramático: es mucha menor la cantidad de industrias en el país y las sobrevivientes producen muy por debajo de lo que podrían, deberían y querrían por las dificultades extremas para abastecerse de materias primas, maquinarias y repuestos, dada la escasez de divisas de los últimos años. La II Encuesta de Coyuntura Trimestral 2015 de Conindustria daba cuenta de que, en conjunto, la industria nacional apenas producía al 48,3 por ciento de su capacidad instalada[54].




  Ejemplos del decaimiento productivo en las empresas estatizadas sobran. Aludiré a la industria del cemento, en la que el 90 por ciento es, desde el 2008, manejado por el Estado. Pues bien, si la producción total de ese año fue de 8,9 millones de toneladas métricas, para el 2015 bajó a 5,2 millones de toneladas métricas, según el Ministerio de Industrias[55].




  Otros dos casos emblemáticos de empresas estatizadas son las de Lácteos Los Andes, que de producir 337.737 toneladas de productos en el 2012, cayó a 263.094 en el 2015, y el de Industrias Diana, productora de aceites, margarina y jabones y que fue estatizada en el 2008. Esta empresa alcanzó una alta cota de producción en el 2012 al fabricar 191.348 toneladas de productos, pero, para el 2015, cayó en picada al descender a 73.046 toneladas[56].




  Más dramático es el caso de las siete grandes fábricas privadas ensambladoras de vehículos en Venezuela: Chrysler, Ford, General Motors, Iveco, Mack de Venezuela, Mitsubishi y Toyota, las cuales daban empleo calificado a decenas de miles de personas. Pero, en diciembre del 2013, el gobierno de Nicolás Maduro emitió el Decreto 625, otorgando facilidades arancelarias para la importación de vehículos, eso sí, pagados en divisas extranjeras. Y desde el 2014 les suprimió la asignación de divisas a esas empresas para importar las materias primas que necesitaban. ¿Qué consecuencias tuvieron tales medidas? La producción de vehículos hechos en el país, que hace una decena de años sobrepasó holgadamente las doscientas mil unidades, bajó en el 2013 a 71.753 apenas y, en el 2014, se hundió a tan solo 19.759[57].




  Y la tendencia, con la gravísima secuela del cierre de plantas y la tala de decenas de miles de empleos, es a la desaparición de esa otrora industria pujante. Dos casos lo ilustran: la fábrica de Ford, con capacidad instalada para producir 24 mil vehículos al año, en el 2016 solo ensambló 2.257 unidades, menos del diez por ciento; y General Motors, con capacidad para elaborar 45 mil vehículos, no ensambló ni uno solo[58].




  6. Las nuevas empresas socialistas funcionan mal




  La inmensa mayoría de las empresas privadas que el Gobierno nacional estatizó han decaído en su producción y productividad. En cuanto a las creaciones del Gobierno, se han iniciado con mucho retraso y debilidad. Veamos cinco casos.




  La empresa Vialidad y Construcciones Sucre (Vycsucre) para la producción de asfalto, creada por Hugo Chávez en el 2005, adscrita al Ministerio de Transporte Terrestre, dispone de tres plantas en los estados Miranda, Carabobo y Caracas (en Fuerte Tiuna), sin embargo, no ha podido producir ni el diez por ciento de su capacidad instalada cercana a las 600 mil toneladas anuales: para el 2011, tan solo generó 45 mil toneladas de mezcla asfáltica. Los créditos públicos para esa empresa se suceden con la misma facilidad con la que ha cambiado de presidente, ocho veces en sus primeros siete años[59].




  En agosto del 2013, los trabajadores de la fábrica socialista Fextum, ubicada en Cumaná, denunciaron la parálisis total de la empresa con capacidad para producir 12 mil cajas diarias de atún, porque dejaron de recibir el atún suministrado por Insopesca y tampoco recibieron el apoyo financiero del Ministerio de Agricultura y Tierra para comprar aceite y latas para envasar. Exasperados por esa situación, señalaron con determinación que: “Si el ministro no nos responde en Caracas, tomaremos acciones más radicales como quema de cauchos en Cumaná”[60].




  En el 2009, Hugo Chávez y Luis Inácio Lula Da Silva posaron sonrientes en la Mesa de Guanipa, en el estado Anzoátegui, para promocionar al complejo agroindustrial binacional Abreu e Lima, cuyo objetivo era sembrar 35 mil hectáreas de soya y procesarla para distintos usos. Pero, pasados cinco años del arranque del proyecto y con una inversión realizada de 645 millones de dólares, las plantas de leche y carne de soya y las de extracción y refinación de aceite solo tenían entre el 30 y el 55 por ciento de avance en su infraestructura física. Por su parte, la empresa brasileña Odebrecht, responsable de la construcción del complejo, se separó en el 2012 de sus responsabilidades por el excesivo retraso en los pagos pendientes por parte del Instituto de Desarrollo Rural del Ministerio de Agricultura y Tierra, organismo por el que, en ese lapso de cinco años, habían desfilado cuatro presidentes... En cuanto a la producción de soya en los campos asociados, tan solo se obtenía un magro rendimiento de 1,25 toneladas por hectárea cuando la productividad necesaria para que fuesen rentables dichos cultivos debía ser de 2,5 toneladas por hectárea[61].




  Con tanta o más lentitud marchaba, para finales del 2011, la compañía pública Cemento Cerro Azul, en el estado Monagas, otro experimento binacional esta vez entre el Gobierno nacional y la empresa gubernamental iraní Ehdasse Sanat, iniciado en el 2005. La empresa iraní debería haber construido del todo la planta en tres años, pero, seis años después, ni un solo saco de cemento había podido ser producido en unas instalaciones a medio camino, a pesar de que se habían desembolsado 193,8 millones de dólares; peor aún, la compañía iraní reclamaba que le otorgaran 131 millones de dólares más para poder acabar el proyecto[62]...




  Otro experimento, esta vez acordado por Chávez con su entonces ministro de Comercio, Eduardo Samán, en el 2009, fue el de construir y gerenciar areperas socialistas. Chávez, inaugurando una de ellas en el año 2011, se atrevió a fijar la meta de manejar entre dos mil y tres mil de esas areperas por todo el país[63]. Lo llamativo del caso es que el ministro Samán planteaba que el criterio que los guiaba era no solo que las arepas rellenas tuviesen un precio bajísimo, cuatro o cinco veces menor que el del mercado, sino que se eliminara la caja registradora, pues, “cuando el socialismo estuviese bien comprendido”, el cliente no pagaría un precio determinado y luego recibiría su arepa, sino que se aplicaría el romántico criterio del “primero se come y luego se paga lo que se pueda”[64]. Además de ello, en esas areperas –según la bizarra perspectiva de Samán– “los trabajadores tenían que ser socialistas y allí todos tenían que hacer de todo, no había división del trabajo”[65]. Pero, al poco tiempo, Samán fue cesado por Chávez y las areperas pasaron, una parte a manos privadas, otra a cooperativas de los trabajadores y un tercer lote continuó en manos del Estado pero, esta vez, desde el 2011, adscrito al Ministerio de Alimentación[66]. Las areperas, que había llegado a ser 272 para el año 2012, pasaron a ser tan solo 115 para el 2013. Y ya para la Ley de Presupuesto del 2014, se eliminaron los aportes del Estado para esa red de empresas[67].




  En marzo del 2014 y en el marco de la denominada Gran Misión Eficiencia o Nada, el entonces ministro de Industrias, mayor general Wilmer Barrientos, reclamó que se encontró con “proyectos que tienen 19 meses parados” y por eso les advertía a los responsables de los proyectos estatales en el área industrial que, si no cumplían las metas en el tiempo pautado, hacían que el proyecto fuese mucho más costoso[68].




  Pero, al poco tiempo, Barrientos dejó de ser ministro y se creó la Comisión Presidencial para el Sistema de Empresas Recuperadas, Nacionalizadas y Ocupadas a finales del 2014. Al parecer, en ese momento fue cuando se iniciaron estudios de casos de la situación real de unas quinientas empresas del ámbito estatal y, sin pizca de autocrítica, los voceros de ese pomposo “consejo presidencial” le prometieron al país, por enésima vez, “impulsar la productividad”. Incluso, afirmaron orgullosos: “Lo más maravilloso es que lo estamos haciendo con la clase obrera; eso no se había visto nunca, que sea la clase obrera la que se esté comprometiendo a levantar la producción (...) Es una locura maravillosa”[69]...




  7. Electricidad: el sabotaje del no hacer nada




  De manera recurrente, desde el 2006, han ocurrido en muchas regiones del país largas interrupciones programadas y también sorpresivas del servicio de energía eléctrica. Ello ha perjudicado no solo la economía familiar, también a los comercios y a las industrias. Apagones y restricciones de horarios de trabajo han estado a la orden del día. ¿Por qué ha ocurrido esto en un país que para finales del siglo XX se autoabastecía de electricidad sin sobresaltos?




  Hugo Chávez, en su discurso anual ante la Asamblea Nacional, en enero del 2010, ofreció inicialmente una explicación muy simple de tal anomalía: “Hay que decirlo y repetirlo, es la verdad, es la verdad verdadera. Que ha habido algunos retardos en algunas obras, sí, es verdad; que hubo un manejo ineficiente en algunas estaciones, es verdad, pero la causa única del racionamiento eléctrico es la sequía”[70]. Por su parte, los expertos José Miguel Lara, José Manuel Aller y Víctor Poleo señalaron, años después, que el Gobierno, para evadir su responsabilidad en la crisis eléctrica, la fue atribuyendo sucesivamente a diversos factores, tales como “el crecimiento excesivo de la demanda y al derroche en el consumo eléctrico de los usuarios”, “el fenómeno El Niño, incendios de vegetación, animales, rayos, vientos, lluvias” y, finalmente, “al sabotaje”[71].




  Ya en los últimos años, los dirigentes del Gobierno siempre intentan explicar las fallas eléctricas recurriendo a una única causa política. El ministro de Energía Eléctrica, Jesse Chacón, señalaba tajantemente que “el sabotaje ha sido una constante que obliga a una acción de resguardo conjunta entre la empresa, la FANB, y el Poder Popular”[72]. Por su parte, Diosdado Cabello, presidente de la Asamblea Nacional, pontificaba diciendo: “No tengo dudas que el saboteo eléctrico es parte del plan de la derecha y la trilogía del mal”[73].




  En realidad, ningún fantasioso sabotaje de alguna fantasmagórica “trilogía del mal” explica las terribles deficiencias de nuestro sistema eléctrico. Son, más bien, cinco factores combinados:




  El primero, la gran ineficiencia en construir nuevas centrales hidroeléctricas y termoeléctricas, pues, a diferencia de los gobiernos de Betancourt, Leoni, Lusinchi y Caldera, que construyeron las represas Macagua I en 1961, Guri I en 1968, Guri II en 1986, y Macaguas II y III en 1995, el gobierno chavista solo terminó la de Caruachi en el 2003, contratada e iniciada por el gobierno de Caldera. En cuanto a las 29 plantas termoeléctricas que Chávez prometió al país que tendría listas para el año 2007, su gobierno tan solo había construido cinco para el 2009, de las cuales apenas dos funcionaban, y a un tercio de su capacidad[74].




  La segunda razón es el enredo organizativo en el que se sumió la Corporación Eléctrica Nacional (Corpoelec), a la que se le adscribieron de golpe y porrazo, en el 2007, las 14 empresas de electricidad del país. Los tres presidentes de Corpoelec en sus primeros seis años, Ángel Rodríguez, Alí Rodríguez Araque y Argenis Chávez, cambiaron varias veces a los comisionados de generación, transmisión y distribución y comercialización. La propia Memoria y Cuenta del 2012 del Ministerio de Energía Eléctrica reconocía que “los constantes cambios que atraviesa Corpoelec ocasionan retardos en la obtención de la información necesaria, para poder llevar a cabo una eficiente gestión de seguimiento y control de la operadora y sus filiales”[75]. Adicionalmente, Alexander Arcia, presidente del Sindicato de Trabajadores de Edelca, explicó que ingresaban “gerentes con escasa experiencia en el sector y sus designaciones dependen mucho del factor político”[76].




  El tercer factor, la política de mantenimiento, ha sido un verdadero “talón de Aquiles” de la industria eléctrica. Ángel Navas, presidente de la Federación de Trabajadores Eléctricos, denunciaba que “a la mayoría de las plantas de generación del país no se les ha hecho mantenimiento, por lo que las instalaciones operan a marchas forzadas”[77]. Y Joaquín Osorio, nombrado comisionado nacional de distribución y comercialización, explicaba, en el 2010, que “se dejó de hacer el ABC (...) destruyeron las políticas de mantenimiento (...) Quienes dirigieron la industria eléctrica tienen responsabilidad de esta desidia”[78].




  El cuarto factor, la corrupción, afectó el eficiente uso de los miles de millones de dólares destinados en estos años al sector. Desde la emergencia eléctrica del 2009, se suspendieron las licitaciones y el método de adjudicación directa explica casos como el de los doce contratos por casi tres millardos de dólares que recibió la cuestionada –por los retrasos y sobreprecios de las plantas termoeléctricas a instalar– Derwick Associates[79]. Puesto que la represa de Tocoma, calculada para iniciar sus actividades en el 2012, apenas operó una turbina para el 2016, escalando su precio de tres a siete millardos de dólares, es muy llamativo que la empresa Impsa, del argentino Enrique Pescarmona, gracias al lobby que hizo el “superministro” kichnerista Julio de Vido, ganase la licitación para construirla, en el 2006, por encima de empresas como General Electric, Siemens, Hitachi y otras de gran trayectoria[80].




  Finalmente, el experto energético David Paravicini, exparlamentario y exembajador del chavismo, señaló, en el 2010, que, con un sector que desde el 2006 comenzó a “mostrar unos fallos sistémicos”, el gran reclamo que se le podía hacer al ministro de Planificación, Jorge Giordani, es que “en once años no tiene un Plan Eléctrico Nacional”. Para Paravicini, el que no se hubiesen tomado las medidas necesarias por parte de los dirigentes del sector equivalía a un “sabotaje”; y cuando el periodista preguntó nuevamente en qué consistía ese sabotaje, respondió: “En no hacer nada”[81].




  Lo que sí hizo el gobierno chavista fue comprar muchas plantas termoeléctricas a Cuba, tal como se explicará en el capítulo 63. Ello benefició mucho al país antillano y muy poco a Venezuela. Según datos ofrecidos por Iñaki Rouse, expresidente de La Electricidad de Caracas, Venezuela erogó en la compra de ese tipo de plantas más de 60 mil millones de dólares[82] desde el 2009. Pero se compraron en exceso o hubo una descomunal desidia para instalar todos los equipos de esas plantas termoeléctricas. El entonces ministro de Energía Eléctrica, Jesse Chacón, el 8 de septiembre del 2014, en informe entregado al presidente Maduro, relataba que, de los equipos comprados en el 2010, “a la fecha no se ha concretado una operatividad total”[83]. Pero el conocer tal retraso del más alto nivel político tampoco aceleró las cosas. Para enero del 2016, tan solo se habían instalado 5 de las 17 turbinas disponibles[84].




  La acumulación de tales desaguisados provocó racionamientos cada vez más severos de los servicios públicos de energía eléctrica, decididos por los sucesivos cinco ministros del despacho que se creó, desde el 2009, para atender este campo: Ángel Rodríguez, Alí Rodríguez Araque, Héctor Navarro, Jesse Chacón y Luis Motta Domínguez. Tales recortes del fluido eléctrico han afectado gravemente la dinámica industrial, comercial y familiar en el país.




  Por ejemplo: en febrero del 2016, el general Luis Motta Domínguez ordenó que los centros comerciales deberían interrumpir sus servicios y cerrar sus puertas entre la 1:00 pm y 3:00 pm y entre las 7:00 pm y las 9:00 pm. Sin embargo, ese general Motta Domínguez se atrevió a decir sin pestañar: “Esto no es un racionamiento, la palabra racionamiento en nosotros no existe”[85]. Este mismo general –creo que su libro de cabecera debe ser la novela 1984 de George Orwell– también ha aparecido recurrentemente, entre el 2015 y el 2017, ante la opinión pública para denunciar que la oposición le “sabotea” el sistema eléctrico. Eso sí, nunca ha logrado aportar prueba alguna de esas aseveraciones. Tan fastidioso en sus fatuas acusaciones se ha mostrado Motta Domínguez que hasta un chavista puro y duro, el director de Últimas Noticias, el periodista Eleazar Díaz Rangel, se sintió obligado a pedirle explicaciones convincentes, las cuales, desde luego, no ha aportado.




  Así escribió Díaz Rangel, en marzo del 2017: “¿Desde hace cuánto tiempo usted está leyendo denuncias de ataques al sistema eléctrico? Desde hace meses, naturalmente, como todos los venezolanos (...) Pues bien, en tan largo periodo de ataques al sistema eléctrico, el general Luis Motta Domínguez no le ha informado al país cuál es el origen de tales ataques, quiénes están detrás de los mismos, cuántos tienen origen político y cuántos son delincuencia común para robar cables”[86].




  8. La gerencia politiquera y corrupta hunde a Sidor




  Sidor fue la empresa básica del Estado emblemática de una esperanza: la autosuficiencia nacional en materia de producción de acero. La logró en buena medida –aunque con altibajos– durante varias décadas.




  Pero, en 1997, las debilidades financieras del Estado provocaron que se vendiera, en 1.200 millones de dólares, el 59,7% de las acciones de Sidor a un consorcio internacional, manteniéndose el 20% en manos de sus trabajadores y el otro 20% en manos de la Corporación Venezuela de Guayana[87]. Por tanto, la gerencia de la empresa se privatizó.




  En el 2008 –en medio de la bonanza financiera derivada de los ingresos petroleros– el Gobierno nacional pagó 1.970 millones de dólares al grupo argentino Ternium por el 59,7% de las acciones que poseía y estableció una nueva gerencia estatal[88].




  La producción de Sidor en la década que estuvo privatizada arrancó con 2.882.000 toneladas de acero producidas en 1998, pasando a 3.766.000 toneladas para el 2002, y alcanzando, en el 2007, un tope de 4.307.000 toneladas[89].




  La producción de la Sidor estatizada, en cambio, ha disminuido drásticamente. En el año 2008, descendió a 3.578.000 toneladas; en el 2009, bajó algo más, a 3.081.000 toneladas[90]; y se fue hundiendo en el 2012 hasta llegar a 1.722.000 toneladas[91].




  Sin embargo, no hay ninguna ley histórica que predetermine que una empresa estatizada funcionará integralmente peor que una privatizada, ni viceversa. Ello dependerá en gran medida de cómo se gerencie la una y la otra. Me adscribo a la perspectiva formulada por el alto dirigente comunista chino Deng Xiaoping, quien destacó que lo importante no es que el gato sea blanco o negro, sino que cace ratones.




  En el caso de la Sidor estatizada, uno de los varios factores que han provocado su debacle productiva fue el veloz incremento de su nómina, que pasó de cinco mil a trece mil trabajadores, por lo que debió emplear demasiados recursos en el pago de personal en desmedro de las inversiones tecnológicas calculándose, además, que alrededor de mil de los nuevos contratados no trabajan realmente en la empresa pues están en “comisión de servicio”, dedicándose a tareas políticas del partido de Gobierno, el PSUV[92].




  Además de tener más gastos por el incremento de su nómina global, a Sidor le afectó, desde diciembre del 2006 hasta al menos el año 2011, que el precio de venta de las cabillas que producía para el mercado venezolano se mantuviera anclado, por decisión del Gobierno nacional, en 405 dólares la tonelada cuando el precio internacional llegó a estar en 890 dólares[93]. Buscaba el Gobierno mantener bajo y estable el precio de venta al detal de las cabillas, pero, por la drástica merma de la producción de Sidor, el precio de esta se cotizaba realmente en nuestro mercado interno cinco veces más alto que el precio oficialmente regulado.




  Otro factor problemático ha sido la volatilidad de los equipos gerenciales ya que, durante sus primeros cinco años como empresa estatizada, Sidor tuvo cinco presidentes[94], los cuales, como explicó el director laboral José Jiménez, no reunían sino de modo esporádico a las sucesivas juntas directivas y no presentaron planes de trabajo ni presupuestos[95], dedicándose más bien a actividades políticas como organizar “milicias, batallones y frentes”[96].




  Tal desquiciamiento gerencial ha facilitado el saqueo contra Sidor. Para el 2010, el Ministerio Público y la DIM develaron parte de la amplia trama que el gerente de Comercialización de Sidor, Luis Velásquez, dirigía para desviar centenares de miles de toneladas de cabilla para venderlas ilegalmente en Colombia y en el mercado negro venezolano[97].




  Por esas, entre otras razones, la producción de Sidor se hundió. Abastece muy débilmente al mercado nacional. Tampoco genera ganancias al Estado venezolano. Por el contrario, entre el 2008 y el 2010, el Ejecutivo Nacional debió inyectarle 352 millones de dólares[98]. Y otra vez, en agosto del 2012, Hugo Chávez anunció que se le transferiría otro auxilio por 314 millones de dólares[99].




  La Sidor de la época de Maduro se hundió mucho más. En el 2014, produjo tan solo 1.040.000 toneladas y colapsó para el año 2016. Tanto así que su nuevo presidente, Jairo Rojas, anunciaba, como un logro altamente positivo, haber producido 40.000 toneladas en el primer trimestre del 2017, con el propósito de generar otras 70.000 toneladas en el segundo trimestre y aspirar a la manufactura de 370.000 toneladas en todo el año[100]. Aun suponiendo que lo lograsen, esa cifra habla de lo profundo del abismo en que han caído. Ella no representaría ni siquiera el diez por ciento de la producción total que alcanzó Sidor en el 2007, año previo a su estatización por el gobierno chavista...




  9. Empresas del aluminio: cadena de aberraciones




  Las siete empresas estatales del aluminio –Alcasa, Alucasa, Alunasa, Bauxilum, Cabelum, Carbonorca y Venalum– funcionan en cadena: Bauxilum extrae la bauxita de la mina Los Pijiguaos y la transforma en alúmina en Puerto Ordaz. Allí, Alcasa y Venalum convierten la alúmina en aluminio primario, usando los ánodos de carbón que le suministra Carbonorca. Luego, con ese aluminio, Cabelum, desde Ciudad Bolívar, manufactura alambrones, conductores eléctricos y aleaciones; y Alucasa, en Guacara, genera productos laminados de delgado espesor para el consumo masivo. También lo utiliza Alunasa –planta ubicada en Costa Rica, comprada por Alcasa en 1994– para fabricar productos laminados de exportación a Europa y Norteamérica[101].




  Este estratégico grupo de empresas dejó de tener ganancias desde la implantación del denominado Plan Guayana Socialista, anunciado en el 2006. Ya para el 2007 las pérdidas en conjunto ascendieron a 678 millones de bolívares; aumentando a 4.837 millones en el 2011[102]. También cayó en picada la producción conjunta de estas siete empresas del Estado. Para el 2006, esta fue de 8,6 millones de toneladas; hundiéndose, en el 2011, a 3,9 millones de toneladas[103].




  Entre las razones de tal hundimiento productivo encontramos el severo racionamiento en el país, desde el 2009, de la energía eléctrica que afectó de manera significativa a estas empresas. También la crisis financiera mundial del 2008 y sus secuelas provocaron el descenso del precio internacional del aluminio. A pesar de tal contexto, los gerentes de estas empresas aumentaron el personal, que pasó de 11.279 trabajadores en el 2006 a 12.483 trabajadores en el 2010[104].




  Por otra parte, la alta gerencia de estas empresas no ha tenido ni la preparación técnica ni la continuidad necesaria. En algunos casos, además, estuvo excesivamente politizada. El ejemplo más conspicuo fue el nombramiento del sociólogo Carlos Lanz, ideólogo radical, como presidente de Alcasa en el 2005. Lanz explicaba que organizó en esa empresa, todos los martes, un seminario llamado el Día de la Reserva y la Defensa de la Nación donde se discutían temas relativos a “la defensa del país ante una agresión del Imperio”[105]. Más aún, en un comunicado distribuido en mayo del 2005 a los trabajadores de la empresa, les detallaban los pasos a dar para insertarse en una delirante estrategia político-militar, sugiriendo la creación de “pequeñas unidades, tipo comando, que puedan emplear un armamento básico: fusiles y lanzacohetes o, en su lugar, explosivos de mayor escala, minas, trampas, etcétera”[106].




  Pero sobre las realidades laborales de Alcasa no escatimó Carlos Lanz juicios muy críticos: “Cuando hago mis recorridos he observado que los montacargas no sirven, los operadores ejecutan movimientos sin dar con el resultado previsto, hay fallos en los procesos de colada. Esto, sin tomar en cuenta el ausentismo, el sobretiempo y la nómina paralela que tenemos en Alcasa”[107].




  También desnudó Lanz, ante la Asamblea Nacional –en el 2007 y poco antes de ser relevado de su cargo–, el rol nefasto que jugaba la trasnacional Glencore controlando muchos de los procesos del aluminio en Guayana, gracias a una “gerencia baypaseada, impotente o cómplice”. Apuntaba a Roberto Jorge Wellish, el representante en Venezuela de ese poderosísimo cartel: “El señor Wellish posee un entramado de relaciones políticas y comerciales. En lo político, se ufana de hablar a nombre de los hermanos del presidente y de poseer influencias en la Vicepresidencia de la República. Con frecuencia, los funcionarios que se resisten a los negocios turbios reciben llamadas telefónicas inmediatas de otros altos funcionarios, lo que confirma la veracidad de cierto grado de influencia”[108].




  Pero ni la Asamblea Nacional ni el Gobierno nacional enfrentaron el poder de Glencore, la empresa comercializadora de materias primas minerales y agrícolas más grande del mundo, con activos en treinta países y un PIB de 145.000 millones de dólares[109]. En Venezuela, esa trasnacional, con el nombre de Palmat, es el principal proveedor, cliente y hasta prestamista de nuestra industria estatal del aluminio[110], apoyándose en otras cinco empresas radicadas en el país, cuyo capital y gerencia ella controla: Extrudal, Trefymaca, Armco, ACBL y Alloys Metals[111].




  Un ejemplo, entre muchos, del descarado saqueo al que están siendo sometidos nuestros recursos en beneficio de esta trasnacional, con la complicidad de los altos gerentes del aluminio, fue el contrato por el cual ACBL le compró a Bauxilum, en el 2012, un cargamento de 900.000 toneladas de bauxita por apenas 28,8 millones de dólares, cargamento que, unos meses atrás, Bauxilum le había comprado a Palmat por la cantidad de 76,5 millones de dólares[112].




  Por estas y otras crasas aberraciones, sentenciaba lapidariamente Víctor Moreno, presidente de la Federación de Trabajadores del Estado Bolívar en el 2009, que: “Lo del socialismo es un discurso de circo para los trabajadores”[113].




  Y de allí en adelante, desde el 2010, la producción de estas empresas se fue más al piso. Aludiré a tres casos, con los datos que aporta el experto Damián Pratt. El primero, el de Venalum, cuya producción solía ser el tope de su capacidad instalada de 430 mil toneladas de aluminio primario por año. Sin embargo, entre 2010 y 2016, nunca pudo sobrepasar las 150 mil toneladas por año, siendo, para el 2016, de apenas 124 mil toneladas[114].




  Por su parte, Bauxilum mina producía regularmente 5,5 millones de toneladas de bauxita al año. Pues bien, entre 2010 y 2014, apenas se llegó a producir 2,3 millones de toneladas promedio por año. Y, para el 2015, se hundió todavía más, a 900 mil toneladas, colapsando en el 2016 con tan solo 347 mil toneladas[115].




  Lógicamente, la producción de alúmina realizada por Bauxilum planta depende de la producción de bauxita. Antes, esta planta producía alrededor de dos millones de toneladas de alúmina al año. Desde el 2010, hasta el 2014, nunca más sobrepasó las 800 mil toneladas. Luego, bajó a 460 mil en el 2015 y a 305 mil toneladas en el 2016[116].




  Finalmente, Alcasa disponía de 580 celdas de reducción electrolítica (en las líneas I, II, III y IV) en las que transformaba la alúmina, produciendo 200 mil toneladas por año. En el año 2002, Chávez anunció que se crearía la línea V para ampliar su cobertura productiva total a 450 mil toneladas al año. En vez de ese crecimiento, Alcasa cerró las líneas I y II y nunca se construyó la línea V. De las 580 celdas, apenas cuenta con 50 activas para el 2017...




  Por tal desplome, la producción de Alcasa bajó, en el 2010, a 90 mil toneladas; en el 2012, a 56 mil toneladas y, en el 2016, a unas insignificantes 18 mil toneladas, ni siquiera el diez por ciento de su producción habitual antes de ser quebrada por la irresponsable gerencia chavista[117].




  10. PDVSA y su cúmulo de programas sociales




  En uno de los libros de la Colección Bicentenario, se indicaba que tan solo “desde el año 2003 (...) PDVSA comparte las ganancias petroleras con el pueblo: ayuda a la agricultura, la educación, la salud y otras necesidades de todos y todas”[118]. Tal visión desconoce que, desde 1926, la industria petrolera ha sido el principalísimo soporte financiero de todas las inversiones en salud, educación, vivienda, vialidad y de todo tipo que han hecho todos los gobiernos, desde el gomecista al chavista.




  Lo que sí hizo Hugo Chávez, del 2003 en adelante, fue añadirle a PDVSA nuevos roles distintos a su esencia atiborrándola de nuevas filiales no petroleras, como: PDVSA Agrícola, PDVSA Industrial, PDVSA Servicios, PDVSA Naval, PDVSA Gas Comunal, PDVSA Construcción y PDVSA Desarrollo Urbano[119]; además de irla responsabilizando de financiar y gerenciar a varias misiones, entre ellas: Misión Barrio Adentro I, II y III; Misión Ribas; Gran Misión AgroVenezuela; Misión Alimentación; Gran Misión Vivienda Venezuela; Gran Misión Hijos e Hijas de Venezuela; y Gran Misión en Amor Mayor Venezuela[120]. Según la propia PDVSA, entre los años 2001 y 2013, erogó, para tales misiones y para muchos otros proyectos y fondos de desarrollo social, la cantidad de 207.913 millones de dólares[121].




  Las inversiones directas de PDVSA en el área social se hicieron muy superiores a los aportes de la empresa hacia al Estado por vía del pago de regalías, impuestos y dividendos. Así, por ejemplo, en el 2010, ese aporte al Gobierno nacional fue de 13,7 millardos de dólares, mientras que su gasto social ascendió a 20,7 millardos de dólares. Y, para el año 2012, mientras su aporte al Gobierno nacional fue de 19,9 millardos de dólares, su gasto social fue de 40,3 millardos de dólares[122].




  También, aunque su propio Plan de Inversiones señalaba que sus inversiones en capital debían ser, para el 2005, de 5,8 millardos de dólares, PDVSA las redujo a 3,8 millardos de dólares, invirtiendo, en cambio, 6,9 millardos de dólares ese mismo año en los programas sociales que estaba comenzando a asumir[123].




  Bajó, lamentable y lógicamente, la producción petrolera de la empresa petrolera PDVSA porque no invirtió lo suficiente durante estos años, pero lo que sí aumentó en ella fue la nómina. Esta pasó de 40.133 empleados en el año 2002 a 47.433 en el 2006, para ascender a 73.580 en el 2008 y a 121.187 en el 2011, de los cuales 104.187se ubican en actividades petroleras y unos 17.000 en actividades no petroleras[124].




  En los últimos años, la desatención que PDVSA aplicó a sus tareas primordiales la ha llevado a una muy menguada producción; por eso, se inició un “Plan de revisión de procesos y estructuras” recomendado por la auditora KPMG[125] a finales del 2015. La nueva orientación es “concentrar esfuerzos principalmente sobre sus filiales petroleras” y transferir al Ejecutivo Nacional, a través de sus distintos ministerios, las filiales que, como PDVSA Industrial, PDVSA Naval, PDVSA Salud, PDVSA Agrícola, PDVSA Gas Comunal, PDVSA Desarrollos Urbanos, se le fueron añadiendo a su ya compleja estructura organizativa por decisiones –en cada caso– tomadas por Chávez intempestivamente.




  11. A la baja la producción petrolera




  Estancada durante una década en torno a los tres millones de barriles diarios y con un fuerte hundimiento en los últimos tres años, se encuentra la producción petrolera venezolana en el siglo XXI, tal como muestra el siguiente cuadro[126]:
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  Tal realidad contrasta fuertemente con lo establecido en el Plan Siembra Petrolera 2005-2012 en cuanto al intenso ritmo de crecimiento de la producción petrolera, desde los 3,14 millones de barriles diarios en el 2004 hasta los 5,83 millones de barriles diarios para el 2012. Lo curioso es que el mismo personaje, Rafael Ramírez, quien estuvo al frente de PDVSA desde el 2006 al 2014 y que solo logró cumplir con el cincuenta por ciento de la meta prevista para el 2012, en vez de renunciar, todavía para el año 2014 era capaz de publicar amplia publicidad en la prensa en la que aseguraba al país que se cumpliría esta vez con la Ley del Plan de la Patria “para alcanzar la meta de producir 6 millones de barriles diarios prevista para 2019”[127].




  No razonó nunca Rafael Ramírez cuán probable sería que PDVSA, en apenas cuatro años, pudiese arribar milagrosamente a los seis millones de barriles diarios. En cambio, realiza constantes referencias a las “batallas” que él y sus lugartenientes han ganado contra la “guerra económica”, inspirados por el “líder más importante después del Libertador Simón Bolívar, el Comandante Presidente Hugo Rafael Chávez Frías, Líder Supremo de la Revolución Bolivariana, refundador de la República y padre de la Nueva PDVSA”[128].




  Mientras tanto, la cruda realidad es que, desde el gomecismo hasta ahora, la producción petrolera venezolana per cápita se ha ido al foso, según calculó Ricardo Villasmil Bond, dividiendo la producción petrolera total anual entre la totalidad de población para cada año de referencia[129], último de cada década.
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  12. Amuay: 25 de agosto del 2012




  En la refinería petrolera de Amuay, en el estado Falcón, con más de medio siglo de funcionamiento, se registró una explosión de gases y un voraz incendio el 25 de agosto del 2012. Fue la peor tragedia en toda la historia de nuestras refinerías: 47 muertos, 135 heridos y 3.043 viviendas aledañas devastadas[130].




  Esa tragedia no fue fruto del azar. Los dirigentes sindicales petroleros habían alertado sobre las posibles consecuencias de las graves deficiencias en los programas de mantenimiento de tan delicado centro refinador. José Bodas, secretario general de la Federación Unitaria de Trabajadores Petroleros (FUTPV), denunció, en junio del 2011: “La no inversión en mantenimiento en general ha ocasionado que se arriesgue la vida de los trabajadores. Hay incendios en separadores de crudo, caídas del flujo eléctrico, y otros incidentes en los que se corre peligro”[131]. También lo recalcaba con amargura Iván Freites, secretario general del Sindicato de Trabajadores del Petróleo del estado Falcón: “Hicimos llamados de que podía ocurrir una explosión en Amuay y nos dijeron alarmistas”[132].




  Desde otro ángulo, la empresa RJG Risk Engineering, bajo la autorización de la aseguradora QBE Insurance Group, había evaluado a la refinería de Amuay en su auditoría externa en marzo del 2012: en su informe, indicó que había un retraso de hasta dos años en las labores de mantenimiento y reportó 222 incidentes en ella durante el año 2011, la mayoría por problemas en las tuberías[133].




  Más aún, en la Memoria y Cuenta de la propia PDVSA, correspondiente al año 2011, se detalló que en Amuay se tenían previstas para ese año nueve paradas de mantenimiento en varias plantas, de las que solo se hicieron tres “por baja disponibilidad de materiales”[134].




  Sin embargo, a pesar de que la prolongada negligencia de varios estratos gerenciales de PDVSA fue el factor fundamental que provocó o permitió tan grave accidente, la actitud de la alta gerencia de la empresa siguió un patrón que el gobierno chavista suele aplicar ante la mayoría de los problemas del país. En una primera etapa, el alto Gobierno niega o minimiza la magnitud de los sucesos negativos. Luego se las ingenia para no investigar en profundidad y con objetividad las causas de tales hechos negativos. Posteriormente, decide culpar a “otros”, sin probarlo consistentemente, de los problemas acaecidos, sin reconocer autocríticamente sus obvias responsabilidades.




  Así pasó en este caso. En la misma noche de la explosión e incendio, el presidente de PDVSA, Rafael Ramírez, aseveró por el canal oficial Venezolana de Televisión: “En dos días estaremos en plena capacidad de restablecer las operaciones de este complejo industrial”[135]. Luego, a un mes de la explosión, fantaseó diciendo: “Estamos ahorita en más de 360.000 barriles diarios de procesamiento solamente en Amuay”[136]. Sin embargo, ya en febrero del 2013, a medio año del siniestro, tuvo que confesar al país que Amuay producía tan solo el 53% de su capacidad instalada, procesando apenas 345.000 barriles de petróleo al día[137].




  En cuanto a la investigación de las causas del gigantesco accidente, PDVSA no integró una comisión, como pedían los sindicatos, donde participasen “los delegados de prevención, los comités de higiene, el Instituto Nacional de Prevención, Salud y Seguridad Laborales (Inpsasel), los sindicatos de base y la FUTPV”[138]; la conformó tan solo con gerentes de la empresa que, por supuesto, “se despacharon y se dieron el vuelto”, negando, en su informe final –que demoró trece meses–, incluso la mera posibilidad de negligencia gerencial.




  En cambio, PDVSA publicó un comunicado, en septiembre del 2013, sentenciando que “La explosión de Amuay fue un sabotaje” producto de una “conspiración”[139]. Y Rafael Ramírez urdió una explicación ante el país señalando que cinco tornillos de una bomba de succión habían sido aflojados por saboteadores externos desde unas dos semanas antes de la explosión[140].




  Sin embargo, no explicó Rafael Ramírez en ese momento –y nunca después– cómo fue posible que esos presuntos “saboteadores externos” ingresaran a la refinería burlando a las copiosas fuerzas militares que la custodian y a los equipos internos de seguridad. Tampoco explicó cómo pudieron estar unos cinco tornillos aflojados durante dos semanas sin que ningún equipo de control o mantenimiento se hubiese percatado. El Gobierno mucho menos ha detenido y enjuiciado a alguno de esos “saboteadores externos” o a alguno de sus presumibles cómplices internos...




  La pretendida moraleja de este dolorosísimo episodio la ofreció casi inmediatamente el presidente Chávez cuando, apersonándose en el teatro de los acontecimientos, manifestó: “Algún filósofo dijo: la función debe continuar, con nuestros dolores, nuestros pesares, nuestros muertos (...) Dice la Biblia: la muerte será absorbida por la victoria”[141].




  ¿Cuál victoria?




  13. Paradoja: mientras más ingresos, mayor endeudamiento de PDVSA




  Un vistazo a la historia contemporánea de los precios del petróleo venezolano permite captar que el ingreso petrolero total del gobierno chavista en 16 años ha sido alrededor del triple del ingreso petrolero total en los 25 años transcurridos entre 1973 y 1998.
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  A pesar de que los ingresos brutos de PDVSA dieron un salto histórico desde el 2005 hasta el 2014, no se hizo la inversión necesaria en el negocio petrolero como tal (en prospección, exploración, extracción y refinación). Lo cual se entiende menos si se conoce el colosal incremento de la deuda financiera de PDVSA que pasó, de 8,24 millardos de dólares en el 2002, a 43,30 millardos de dólares para el 2012[142].




  ¿Por qué tal paradoja? Sintetizo algunas razones: la expulsión de veinte mil trabajadores calificados el año 2003; la triplicación de la nómina que pasó, de cuarenta mil empleados en el 2002, a ciento veinte mil en el 2011; la creación de muchas áreas de gerencia ajenas al asunto petrolero; los más de doscientos mil millones de dólares que debió desembolsar PDVSA para costear programas sociales. En fin de cuentas, el uso y abuso político de PDVSA.




  Así lo expresó, cínicamente, su presidente, Rafael Ramírez, el 3 de noviembre del 2006, en vísperas de una elección presidencial: “La nueva PDVSA es roja, rojita, de arriba abajo (...) Esta empresa está 100% apoyando al presidente Chávez”[143]. Y así lo remarcaba el propio Chávez a cada momento: “PDVSA es de todos los venezolanos y entonces tiene que seguir los lineamientos políticos. Cuidado con los que dicen que hay que despolitizar a PDVSA. ¿Cómo que despolitizar? Nada se puede despolitizar”[144].




  14. El comercio exportador: ¿motor y círculo virtuoso?




  En enero del 2015, la entonces ministra para el Comercio, Isabel Delgado, y, además, encargada de una rimbombante Jefatura Presidencial para la Economía Productiva Rumbo a la Exportación, se atrevió a expresar: “Con Maduro, el comercio exportador será motor y círculo virtuoso productivo” indicando –después de 16 años de gobierno chavista– que se habían identificado unos doscientos productos con potencial para ser vendidos en mercados foráneos[145].




  Poco después, en marzo del 2015, la citada ministra Delgado ingresó al territorio de la fábula al recalcar que, si por nuestras exportaciones no tradicionales, recibíamos anualmente “tres mil millones de dólares”, la meta ahora era “superar los diez millardos de dólares en un lapso de dos años”. Y destacaba, cual novedad, que exportaríamos camarones y cacao “el mejor del mundo, muy demandado”[146].




  Al parecer, se desconoce que, así como la naturaleza no admite saltos, tampoco los permite la economía. Tan solo un milagro haría que en un par de años se superasen los condicionantes estructurales que determinaron que, durante los años previos al gobierno chavista, esas exportaciones oscilasen entre tres y cinco mil millones de dólares anuales y que, durante la etapa chavista, ellas han estado entre cinco y siete mil millones anuales, con la salvedad de que, en los últimos años –por la reducción de nuestra producción industrial y por trabas específicas que el Gobierno nacional ha puesto a los exportadores–, el promedio anual de nuestras ventas al exterior ha caído a unos magros dos mil y tantos millones de dólares. Todo lo cual se aprecia en el siguiente cuadro[147]:
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  No caben en esta materia fantasías para transfigurar la debacle de nuestras exportaciones distintas a petróleo, hierro y aluminio (que también se han reducido, por cierto). En el campo agropecuario, para el año 2012, los dos gigantes de América del Sur, Brasil y Argentina, exportaron 95,8 y 45 millardos de dólares, respectivamente. Chile vendió 14,19 millardos. Perú alcanzó 4,3 millardos y Ecuador se situó en 2,09 millardos. Hasta Uruguay, país cuya población total no alcanzaría para poblar a Caracas, exportó ese año productos como carne bovina, trigo, arroz, leche y quesos por valor de 2,03 millardos de dólares. En cambio, nosotros, vendiendo ron, cacao, algunas frutas tropicales y camarones, a duras penas, vendimos 36,64 millones de dólares, ínfima cantidad que, colocada en la escala de los otros países, equivale tan solo a unos miserables 0,03 millardos[148].




  Hablando del cacao, valga recalcar que, desde la Colonia, ha sido un típico producto de exportación venezolano, “muy demandado”, como señalaba la ministra Delgado. Nuestros productores, luego de autoabastecido el mercado local, destinan más o menos la mitad de su producción a la exportación, en especial, durante el siglo XXI, a los siguientes países: Japón, Holanda, Alemania, los EE.UU. e Italia[149]. El volumen de producción, se mantiene estable, como lo muestra el siguiente cuadro[150]:
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  Sin embargo, la ministra que, entre enero y marzo del 2015, ensalzaba al cacao y que prometía triplicar en dos años el monto total de nuestras exportaciones, desconocía que la exportación de cacao del último año estaba a punto de naufragar porque, desde noviembre del 2014, la Dirección de Mercadeo Agrícola del Ministerio del Poder Popular para la Agricultura y Tierra se había negado a emitir las licencias a los productores por las ocho mil toneladas que anualmente exportan. Tal anómala situación no solo ponía en riesgo de pérdida a la cosecha de cacao, que no puede estar mucho tiempo almacenada, también desquiciaba los planes de los compradores.




  Una carta de la Asociación de Chocolateros del Japón a la Embajada venezolana en ese país ilustra el problema, no resuelto aún para el mes de mayo del 2015: “En nombre de la Industria del Cacao y Chocolate de Japón, país que es el comprador principal de granos de cacao venezolano en todo el mundo, exigimos una explicación oficial de parte del Gobierno de Venezuela acerca de la situación actual de las exportaciones de granos de cacao venezolano (...) Estos retrasos y la incertidumbre en la industria del cacao en Venezuela son motivos de grave preocupación para toda la industria confitera japonesa, la cual ha desarrollado muchos productos de chocolate a partir de granos de cacao venezolano. Si Japón no puede recibir los granos de cacao que se habían acordado, ello no solo tendría un gran impacto financiero para los compradores japoneses y los exportadores venezolanos, sino que redundaría en un gran desastre para los productores chocolateros japoneses, puesto que tendrían que cambiar sus recetas, empaques y planes de comercialización para retirar los granos de cacao venezolano”[151].




  15. Un endeudamiento gubernamental afiebrado y poco productivo




  Para 1998, la deuda interna de la República de Venezuela era apenas de 4,4 millardos de dólares, mientras que la deuda externa ascendía a 23,3 millardos de dólares. El total de nuestra deuda pública era, entonces, de 27,8 millardos de dólares. Para finales del 2012, en cambio, la deuda interna de la República Bolivariana de Venezuela –registrada por el Ministerio de Planificación y Finanzas– había trepado a 59,3 millardos de dólares; y la externa, a 45,4 millardos de dólares, para un total de 104,7 millardos de dólares[152], cuatro veces más que el total de la deuda recibida.




  El mayor salto en el endeudamiento fue en ese crucial año electoral. Pues, si el endeudamiento total ascendía para el año 2011 a 79,2 millardos de dólares, para el 2012 subió 32%, arribando a 104,7 millardos de dólares[153]. Lo llamativo es que esos saltos de la deuda pública que apuntalaron los presupuestos del Gobierno se produjeron en los años de la mayor bonanza petrolera de nuestra historia, del 2005 en adelante. Así se aprecia en el siguiente cuadro[154]:
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Produccién petrolera venca:

Afo Milloncs de barrles daios
1998 332
2000 514
2002 299
2004 514
2006 525
2008

2010

2012 291
2014 278
2016 230

Fuentes: PDVSA, MENPET, OPEP.
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roduccién por rubros, en toneladas, afios 2008 y 2015

Anos | Maiz Aoz adeazicar | Paps | Tomae | Ceballs
2008 | 2995662 [ 1276330 | 990791 | 421016 | 199319 | 323432
2015 | 1244250 | 800000 | 4700000 | 108000 | 162000 | 153.600

Fuente: Fedeagro,
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Produccién de cacao en Venczucla (en toncladas anuales)

Afios Produccién total
1992-1993 16.205
1997-1998 12364
2002-2003 14.062
2007-2008 16.603
20122013 15743
20132014 16.699

Fuentes: Ministerio de Agricultura y Tierras / CAPEC.
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Exportaciones venczolanas no petroleras (en milloncs de délares anuales)

Afos Valor de exportaciones
1998 5.214
2000 5.505
2002 4994
2004 6.950
2006 6.816
2008 5.616
2010 2.831
2011 3.207
2012 2566
2013 2.100
2014 3.400
2015 2.600
2016 2.100

Fuentes: INE / BCV.
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Precio promedio del barril de petréleo venezolano

Aso Precio en délares
1973 356
1975 1089
1980 2760
1986 1280
1992 1691
1996 1839
1998 1057
2000

2002

2005

2008

2010

2011 101,06
2012 10346
2013 98.08
2014 )

5 W46
Fuentes: Mayela Armas. “Gobierno presiona a PDVSA para compensar
ingresos tributarios”, £l Universal, 06-01-2011, 1.7; Emesto |. Tovar. “Crudo
venezolano subié 2.4% y empuj6 alza de 4,6% en ingresos”, EI Universal,
29.12.2012, 1-8; Boungy. “La deuda externa de PDVSA en bonos”, £/
Universal, 22-02.2015, 1-6; Manuel Lépez. “Cesta venezolana se ubicd en
'$25,27 por barril esta semana’, Correo del Orinaco, 06-02-2016, p. 9.
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Produccién petrolera venezolana anual per cdpita

Afos Barrles per cipita
1940 )
1950 109
1960 139
1970 126
1980 5
1990 )
2000 8
2010 B

Fuente: Ricardo Villasmil Bond, “Las cadenas del habito”, £/ Universal.





